
 
 
 
 

 

PROCESO        : EJECUTIVO  
RADICACIÓN:       : 05001-40-03-029-2020-00246-00 
DEMANDANTE     : COOPERATIVA DE TRABAJADORES DEL SENA- COOTRASENA 
DEMANDADA        : CARLOS ANÍBAL CASTRILLÓN CIFUENTES 
 
CONSTANCIA SECRETARIAL: Medellín Antioquia, Trece (13) de Enero de Dos Mil Veintiuno 
(2021), en la fecha informo a la señora Juez que se presentó demandada Ejecutiva de mínima 
cuantía, presentada por la COOPERATIVA DE TRABAJADORES DEL SENA- 
COOTRASENA, en contra del señor CARLOS ANÍBAL CASTRILLÓN CIFUENTES. Sírvase 
proveer. 

 

EDWARD ANDRÉS ARIAS TABORDA 
SECRETARIO 

 
  AUTO N° 006 

Medellín- Antioquia, Trece (13) de Enero de Dos Mil Veintiuno (2021) 
 
Vista la anterior constancia y una vez revisado el expediente, procede el Despacho a realizar 
el análisis del mismo con el fin de imprimirle el trámite que corresponda. 
 

CONSIDERACIONES 

Mediante auto interlocutorio N° 1158 del 4 de diciembre de 2020, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 90 del Código General del Proceso, se inadmitió la demanda de la 
referencia con el fin de que la parte demandante en el término de cinco (5) días siguientes a 
la notificación por estados de la providencia mencionada, subsanara varias exigencias 
avizoradas por el Despacho, tal y como es la notificación de la demanda al señor CARLOS 
ANÍBAL CASTRILLÓN CIFUENTES, como lo dispone el artículo 6 del Decreto 806 de 2020, 
pues la presente demanda no se encuentra dentro de las excepciones plasmadas en la norma 
en cita, teniendo en cuenta que la parte demandante conoce el lugar de notificación y el correo 
electrónico del demandado y además no solicita medidas cautelares dentro del escrito de la 
demanda.  
 
Ahora bien, se tiene que el 11 de diciembre de 2020, mediante el correo electrónico del 
Despacho, la apoderada de la parte demandante, allega escrito en el que pretende subsanar 
la demanda, sin embargo, evidencia el despacho que la misma no cumplió con los requisitos 
exigidos a cabalidad, toda vez que no accede a lo solicitado por el Despacho, manifestando 
que: 
 

“esta parte realizará las notificaciones conforme lo prescribe el articulo 289 y siguientes 
del Código General del Proceso, normas que se encuentran vigentes y no han sido 
derogadas, por tanto, no se remite por medio electrónico copia de la demanda y sus 
anexos a la parte demandada de que trata el artículo 6 del decreto 806 del 2020” 
 

En orden de ideas, la parte demandante no subsano la demanda, tal y como le fue requerido, 
sin que le asista razón para desacatar lo solicitado, lo anterior tenido en cuenta lo siguiente. 
 
La Corte en Sentencia C420 del 24 de septiembre de 2020, sobre este tema dijo: 
 

“(f)    El artículo 8º satisface el juicio de necesidad 
  



 
 
 
 

 

173. Solicitudes de inexequibilidad. Algunos intervinientes y el Procurador General de la 
Nación sostienen que el artículo 8º carece de necesidad, conexidad y finalidad en tanto no 
contribuye en ningún grado a superar las causas que dieron lugar a la declaratoria de 
emergencia. De un lado, argumentan que (i) la modificación del término a partir del cual se 
entiende surtida la notificación, (ii) la eliminación del trámite de citación y aviso para 
notificación y (iii) la posibilidad de utilizar las direcciones o sitios “que estén informadas en 
páginas Web o en redes sociales”, no contribuyen en ninguna medida a superar las causas 
que motivaron la declaratoria de emergencia. De otro lado, señalan que esta disposición 
carece de necesidad jurídica porque el artículo 291 del CGP dispone que “Cuando se conozca 
la dirección electrónica de quien deba ser notificado, la comunicación podrá remitirse por el 
secretario interesado por medio de correo electrónico”. La Corte no comparte los argumentos 

de los intervinientes por las siguientes razones. 
  

174. Necesidad fáctica. El artículo 8º satisface el juicio de necesidad fáctica en tanto 
contribuye efectivamente a reducir el riesgo de contagio de la COVID-19, pues evita el 
desplazamiento físico de las personas a los juzgados para recibir notificaciones personales. 
Las medidas sanitarias tendientes a la contención del virus dificultan la 
práctica de notificaciones personales, tal como están previstas en el ordenamiento procesal 
ordinario. Por tanto, admitir las notificaciones personales mediante el envío de mensajes de 
datos es una medida necesaria para adecuar “las actuaciones judiciales a las necesidades de 
la pandemia”. La eliminación de la citación y el aviso de notificación personal no solo reduce 
los tiempos, costos y trámites asociados a esas actividades, sino que (i) contribuye a “evitar 
la presencialidad y la aglomeración de personas en las instalaciones de los despachos 
judiciales, centros de arbitraje y entidades administrativas con funciones 
jurisdiccionales” y (ii) evita el “traslado a las oficinas de correos [… y la] exposición al virus de 
mensajeros, dependientes, etc.” 

  
175. De otro lado, el Gobierno expuso que el plazo de 2 días para tener por surtida 
la notificación personal es “razonable” para que el respectivo sujeto procesal revise su 
bandeja de entrada y, de ser necesario, revise el expediente. Asimismo, este plazo le da al 
usuario el tiempo suficiente para acudir a “las sedes de los municipios o personerías” con el 
propósito de “revisar su canal digital”, en caso de que no tenga acceso propio a Internet. 
  
176. Finalmente, la posibilidad de notificar personalmente los sitios o direcciones “que estén 
informadas en páginas Web o en redes sociales” contribuye a facilitar la notificación de las 
providencias, en tanto habilita a las autoridades judiciales a que “agote[n] todas las medidas 
necesarias para encontrar la dirección electrónica del demandado”[ y “no se acuda 
directamente al emplazamiento para la notificación”. En efecto, en el trámite de las 
notificaciones personales mediante mensaje de datos, puede ocurrir que: (i) la parte 
demandante “no cuente con la dirección electrónica de la parte demandada”]; (ii) la dirección 
electrónica “mencionada en la demanda no corresponda a la utilizada por el demandado” 
o (iii) el juez “quiera verificar [la] autenticidad” de la información que le fue suministrada. Con 
esos fines, el parágrafo le permite a los jueces y magistrados “averiguar” sobre la dirección 
electrónica del demandando, lo que contribuye efectivamente a “garantizar que no haya una 
violación al derecho de defensa del demandado”. 

  
177. Necesidad jurídica. El artículo 8º cumple con el juicio de necesidad jurídica, en tanto no 
existen mecanismos ordinarios suficientes y adecuados para lograr los objetivos de la medida 
excepcional. Los artículos 291 y 292 del CGP no contienen ninguna de las medidas que 
implementa el artículo 8°, destinadas a reducir el riesgo de contagio y mitigar la congestión 
judicial. En efecto, aquellas disposiciones: (i) no prevén la posibilidad de hacer notificaciones 
personales por mensajes de datos a los particulares no inscritos en el registro 
mercantil; (ii) no prescinden de la citación para la notificación personal y de la notificación por 
aviso; (iii) no imponen la obligación al demandante de aportar la información sobre la dirección 
electrónica o sitio de la persona a notificar; (iv) no fijan el plazo para tener por surtida la 
notificación personal por mensaje de datos en 2 días hábiles; (v) no facultan a la parte que se 
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considere afectada por este sistema de notificación a solicitar la nulidad de lo actuado de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 132 a 138 del CGP; (vi) no autorizan a los 
jueces y magistrados a averiguar en entidades privadas, páginas Web y redes sociales, sobre 
la dirección electrónica del demandando y (vii) no definen mecanismos específicos para 
garantizar el debido proceso en el trámite de las notificaciones personales por mensajes de 
datos. Por tanto, los artículos 291 y 292 del CGP no eran suficientes ni idóneos para lograr 
los fines del artículo 8° del Decreto sub examine. 
 
(…) 

 
388.La Sala precisó el alcance de los juicios de finalidad, motivación suficiente, conexidad 
material, incompatibilidad y necesidad y concluyó que las medidas adoptadas en el Decreto 
Legislativo 806 de 2020 están directa y específicamente relacionadas con el Estado de 
excepción declarado en el Decreto 637 de 2020, y son idóneas y necesarias para (i) garantizar 
la prestación del servicio de administración de justicia, (ii) proteger la salud de los servidores 
y usuarios de la administración de justicia, (iii) agilizar el trámite de procesos judiciales y 
reducir la congestión de los despachos judiciales y (iv) reactivar el sector económico que 
depende de la prestación del servicio de justicia”. 

 
En ese orden de ideas, queda claro que si bien es cierto que a la fecha el Código General del 
Proceso no ha sido derogado, el Decreto 806 de 2020 ha modificado de manera tacita algunos 
de los trámites procesales bajo varios lineamientos y requisitos, entre esos el artículo 8 de la 
norma en cita, tal y como ha sido explicado por la Corte, además cabe decir que la norma no 
es de carácter potestativo, sino que la misma es de obligatorio cumplimiento, razón por la cual 
y en vista de que la apoderada de la parte demandante, no cumplió con los requisitos exigidos 
por el Despacho, se rechazará la presente demanda, conforme a lo establecido en el artículo 
90 del Código General del Proceso, el cual reza:  
 

(…) Mediante auto no susceptible de recursos el juez declarará inadmisible la demanda 
solo en los siguientes casos: 
 
1. Cuando no reúna los requisitos formales. 
2. Cuando no se acompañen los anexos ordenados por la ley. 
3. Cuando las pretensiones acumuladas no reúnan los requisitos legales. 
4. Cuando el demandante sea incapaz y no actúe por conducto de su representante. 
5. Cuando quien formule la demanda carezca de derecho de postulación para 
adelantar el respectivo proceso. 
6. Cuando no contenga el juramento estimatorio, siendo necesario. 
7. Cuando no se acredite que se agotó la conciliación prejudicial como requisito de 
procedibilidad. 
 
En estos casos el juez señalará con precisión los defectos de que adolezca la 
demanda, para que el demandante los subsane en el término de cinco (5) días, so 
pena de rechazo. Vencido el término para subsanarla el juez decidirá si la admite 
o la rechaza. (Negrilla fuera del texto) 

 
En mérito de lo brevemente expuesto, el JUZGADO VEINTINUEVE CIVIL MUNICIPAL DE 
MEDELLÍN – ANTIOQUIA 

 
RESUELVE 

PRIMERO: RECHAZAR el presente Proceso Ejecutivo de mínima cuantía, promovido por la 
COOPERATIVA DE TRABAJADORES DEL SENA- COOTRASENA, en contra del señor 



 
 
 
 

 

CARLOS ANÍBAL CASTRILLÓN CIFUENTES, por las razones expuestas en la parte motiva 
de esta providencia. 
 
SEGUNDO: DEVOLVER los anexos sin necesidad de desglose. 

TERCERO: Una vez ejecutoriado el presente auto, archívese el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
MARLY ARELIS MUÑOZ 

JUEZ 
☺ 
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